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dalidad que se indican a título informativo de forma sucinta en 
el Anexo I.

c) Haber abonado la correspondiente tasa de derechos 
de examen.

Todos los requisitos citados deberán cumplirse a la fecha 
de presentación de la solicitud y ser acreditados documen-
talmente. La carencia de cualquiera de los requisitos, de los 
documentos o justificantes exigidos será causa de exclusión 
provisional del solicitante.

Cuarta. Documentación.
De acuerdo con lo dispuesto en la Instrucción de 9 de oc-

tubre de 2006, de la Dirección General de Industria, Energía y 
Minas, por la que se definen los documentos necesarios para 
la tramitación de las correspondientes autorizaciones o regis-
tros ante la Administración Andaluza en materia de industria 
y energía, (BOJA núm. 248, de 27 de diciembre de 2006), a 
la solicitud para tomar parte en las pruebas se acompañará 
la documentación que, para cada modalidad, se indica en el 
Anexo II.

Atendiendo igualmente a la Instrucción citada en el pá-
rrafo anterior, una vez superadas las pruebas la expedición 
del carné o certificado correspondiente será previa solicitud al 
efecto, que habrá de presentarse en el Servicio de Atención al 
Ciudadano de esta Delegación Provincial de Innovación, Cien-
cia y Empresa en Sevilla, o en cualquiera de las formas previs-
tas en el artículo 38 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
acompañada de la documentación que, para cada modalidad, 
se señala en el Anexo III.

Quinta. Admisión de aspirantes y fecha de las pruebas.
Expirado el plazo de presentación de instancias, esta De-

legación Provincial confeccionará las listas provisionales de as-
pirantes admitidos y excluidos, que podrán consultarse en los 
lugares indicados en la base Sexta, concediéndose un plazo 
de diez días hábiles, a partir del día siguiente a su exposición, 
para subsanar el defecto que motivó su exclusión o su no in-
clusión.

Las reclamaciones formuladas se resolverán con la apro-
bación de las listas definitivas, que se harán públicas con la 
información del lugar, día y hora de realización de las pruebas, 
en los mismos lugares que las listas provisionales.

Las pruebas se celebrarán preferentemente en sábado o 
domingo, coincidiendo con la fecha y hora de celebración de 
las convocatorias que, para estas mismas categorías, se rea-
licen en las demás provincias de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía.

Se realizará una sola convocatoria de exámenes, la cual 
tendrá lugar en julio, concretándose las fechas y lugar de los 
exámenes para cada una de las especialidades.

Sexta. Publicidad.
La presente convocatoria, así como los sucesivos actos, 

se harán públicos en el Servicio de Atención al Ciudadano de 
esta Delegación Provincial, sito en calle Graham Bell, núm. 5, 
Edificio Rubén Darío II; en el teléfono único de información 
de la Consejería de Innovación, Ciencia y Empresa, 902 113 
000; y en la página web de esta Consejería www.juntadean-
dalucia.es/innovacioncienciayempresa. Todo ello de conformi-
dad con el artículo 59.5 de la Ley 30/1992, modificada por la 
Ley 4/1999, sobre el Régimen Jurídico de las Administracio-
nes Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Séptima. Tribunal.
La composición del Tribunal encargado de preparar y cali-

ficar las pruebas se determina en el Anexo IV.
Octava. Resultado de las pruebas.
Los listados definitivos de aprobados podrán consultarse 

en los lugares indicados en la base Sexta, donde se facilitará 

información acerca del trámite para la expedición del carné o 
certificado correspondiente.

Los interesados dispondrán de un plazo de diez días hábi-
les, a contar desde el siguiente a la exposición de los resulta-
dos de las pruebas, para solicitar la revisión de su examen.

Contra esta Resolución, que no pone fin a la vía adminis-
trativa, podrá interponerse recurso de alzada, ante el Excmo. 
Sr. Consejero de Innovación Ciencia y Empresa, en el plazo de 
un mes, contado a partir del día siguiente al de su publicación, 
de conformidad con lo establecido en el artículo 114.2 de la 
Ley 30/1992, ya citada.

Sevilla, 25 de abril de 2007.- El Delegado, Francisco
Álvaro Julio.

Ver Anexo I, II y III en páginas 8 a 11 de este mismo 
número

ANEXO IV

COMPOSICIÓN DEL TRIBUNAL

Presidente: Don José Antonio Vega Gónzalez, Jefe de Servicio 
de Industria, Energía y Minas.
Secretario: Don Luis Muñoz Rodríguez, Jefe de Servicio de 
Atención al Ciudadano.
Vocales: Don Juan Manuel Revilla Delgado.
 Don Rafael García de Viguera.
 Don Enrique Rubín Córdoba.
 Don Manuel J. Pérez Alonso.
 Don Francisco M. Martín Caballero.
 Don Francisco J. Montes Ramírez.
 Don Sebastian Cayetano Domínguez.

Suplentes
Presidente: Don Vicente R. Martín del Río, Jefe del Departa-
mento de Industria.
Secretario: Don Rafael Arévalo Fernández, Secretario General.
Vocales:  Don Alberto Rodríguez Díaz.
 Don José Ángel Turiel Guerrero.
 Don Julio Pérez González. 

 CONSEJERÍA DE EMPLEO

ORDEN de 11 de mayo de 2007, por la que se re-
gulan los programas de fomento de la empleabilidad y 
la cultura de la calidad en el empleo y se establecen las 
bases reguladoras de la concesión de ayudas públicas 
a dichos programas.

El VI Acuerdo de Concertación Social en Andalucía con-
templa la creación de más y mejor empleo como uno de sus 
objetivos prioritarios, para lo que resulta imprescindible desa-
rrollar políticas de empleo enmarcadas en la cultura de la cali-
dad en el empleo. Para ello, mediante la presente Orden se ar-
ticulan una serie de medidas destinadas al apoyo a proyectos 
generadores de empleo y a proyectos que fomenten la cultura 
de la calidad en el empleo y propicien nuevas dinámicas en el 
marco de las relaciones laborales y que, junto a ello, sitúen a 
cada persona en las mejores condiciones en el mercado de 
trabajo.

Asimismo, en su articulado se regula un programa desti-
nado a desarrollar proyectos de empleo con apoyo para perso-
nas con discapacidad que generen posibilidades reales de un 
empleo en el marco de la cultura de la calidad en el empleo y 
la consecuente inserción de estas personas en empresas del 
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mercado ordinario de trabajo en similares condiciones al resto 
de los trabajadores que desempeñan puestos equivalentes.

En el tratamiento de esta materia, hemos de tener en 
cuenta la labor social de las entidades beneficiarias en tanto 
que impulsores de proyectos que fomentan el empleo y faci-
litan a las personas desempleadas experiencias profesionales 
que les permitan integrarse en el mundo laboral. La vocación 
social del proyecto determina la concreta situación de los po-
sibles beneficiarios de las ayudas. Ello nos lleva a aplicar la 
excepción contenida por el párrafo 2.º del apartado 1 del ar-
tículo 31 de la Ley 3/2004, de 28 de diciembre, por la que 
se aprueban las Medidas Tributarias, Administrativas y Finan-
cieras, de conformidad con lo establecido por el artículo 22 
y el apartado 7 del artículo 30 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, al resultar imposible es-
tablecer comparación entre solicitudes ni orden de prelación 
de los proyectos para la concesión de esta línea de ayudas.

Junto a ello, las entidades promotoras de proyectos en-
marcados dentro de los Programas contemplados por los Ca-
pítulos II y III de la presente Orden, en razón del interés social 
del incentivo, podrán beneficiarse de la excepción que prevé 
el apartado 2 del artículo 13 de la citada Ley 38/2003, de 
17 de noviembre, General de Subvenciones así como de lo 
dispuesto en el último párrafo del apartado 1 del artículo 29 
de la también citada Ley 3/2004, de 28 de diciembre, por 
la que se aprueban las Medidas Tributarias, Administrativas y 
Financieras.

En el marco de lo dispuesto por los artículos 87 y 88 del 
Tratado de la Comunidad Europea, las ayudas a Ayuntamien-
tos, Diputaciones u otras Entidades Locales (ya sean de ám-
bito superior o inferior al municipio), Organismos Autónomos 
de naturaleza administrativa, Entidades Públicas, Agencias, 
Instituciones, Consorcios y Asociaciones de carácter público 
cuando no ejerzan actividad económica objeto de ayuda, las 
Entidades Gestoras y Servicios de la Seguridad Social, las 
instituciones sin ánimo de lucro, y personas físicas que no 
ejerzan actividad económica, están excluidas del régimen de 
ayudas de Estado, por lo que las disposiciones contenidas en 
los citados artículos no son de aplicación a las ayudas para la 
realización de proyectos descritos en los Capítulos II, III y VI 
de la presente Orden por la propia naturaleza de las entidades 
promotoras de los mismos, así como proyectos descritos en 
los Capítulos IV y V cuando sean promovidos por las citadas 
entidades.

Por otro lado, las ayudas a proyectos descritos en los Ca-
pítulos IV y V de la presente Orden cuando estén promovidos 
por empresas, estarán sometidas a lo establecido en Regla-
mento (CE) núm. 68/2001, de la Comisión, de 12 de enero, 
relativo a la aplicación de los artículos 87 y 88 del Tratado CE 
a las ayudas de formación, de conformidad con las Directri-
ces sobre las ayudas de Estado de finalidad regional para el 
período 2007-2013 (DO C 54, 4.3.2006, p. 13), por la que 
Andalucía se encuentra entre las regiones que pueden optar 
a la ayuda durante todo el período 2007-2013 de conformidad 
con el artículo 87, apartado 3, letra a), del Tratado CE.

En cumplimiento del artículo 8.3.f) de la Ley 4/2002, de 
16 de diciembre, por la que se crea el Servicio Andaluz de 
Empleo de la Consejería de Empleo, la presente Orden ha sido 
sometido al Pleno del Consejo de Administración del Servicio 
Andaluz de Empleo de la Consejería de Empleo en su sesión 
del día 1 de marzo de 2007.

En su virtud, y de acuerdo con las competencias atribui-
das en la legislación vigente, a propuesta de la Dirección Ge-
neral de Fomento del Empleo del Servicio Andaluz de Empleo 
de la Consejería de Empleo,

D I S P O N G O

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.
1. La presente Orden tiene por objeto establecer los pro-

gramas para el fomento del empleo de calidad que desarrolla 
la Administración de la Junta de Andalucía a través del Servi-
cio Andaluz de Empleo de la Consejería de Empleo, así como 
los procedimientos de concesión de las ayudas públicas que 
se destinen a éstos.

2. Para el cumplimiento del citado objetivo se establecen 
los siguientes Programas:

a) Programa de mejora de la infraestructura, servicios y 
acciones especiales en materia de empleo en los territorios.

b) Programa para el fomento de la cultura de la calidad 
en el empleo y fomento de la empleabilidad de las personas 
que precisen adquirir experiencia laboral.

c) Programa de Talleres de oficios para jóvenes y mujeres.
d) Programa de Escuelas de empleo en sectores produc-

tivos.
e) Programa de proyectos integrales de fomento de em-

pleo para personas con discapacidad.

3. En cualquier caso, los proyectos que se desarrollen al 
amparo de los citados programas, implicarán que al menos el 
50% de las personas contratadas por la entidad beneficiaria 
para su ejecución así como del alumnado serán mujeres, in-
dependientemente del sector productivo o actividad en el que 
se vaya a desarrollar, salvo que se acredite la imposibilidad del 
cumplimiento del citado porcentaje.

Artículo 2. Régimen de las ayudas.
La labor social de las entidades que se beneficiarán de 

las medidas contenidas por los Programas establecidos en la 
presente Orden, en tanto que impulsoras de proyectos que fo-
mentan un empleo de calidad y facilitan a las personas desem-
pleadas experiencias profesionales que les permite integrarse 
en el mundo laboral, determina que se aplique la excepción 
contenida por el párrafo 2.º del apartado 1 del artículo 31 de 
la Ley 3/2004, de 28 de diciembre, por la que se aprueban las 
Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras, al resultar 
imposible establecer comparación entre solicitudes ni orden 
de prelación de los proyectos solicitantes para la concesión de 
esta línea de ayudas.

CAPÍTULO II

Programa de mejora de la infraestructura, servicios y 
acciones especiales en materia de empleo en los territorios

Artículo 3. Objeto.
El Programa establecido en el presente Capítulo tiene por 

finalidad incentivar proyectos de mejora de la infraestructura, 
servicios y acciones especiales en materia de empleo en los 
territorios en los que se ejecuten y que redunden en el fo-
mento de políticas de empleo enmarcadas en la cultura de la 
calidad. Dichos proyectos estarán destinados a la consecución 
de los siguientes objetivos:

a) La creación de empleo mediante el desarrollo de pro-
yectos para la mejora de infraestructuras y servicios en ma-
teria de empleo a desarrollar en zonas rurales, siempre que 
se encuentren cofinanciados por el Programa de Fomento del 
Empleo Agrario.

b) La realización de servicios que redunden en la genera-
ción de empleo en los municipios en los que se desarrollen.
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c) La realización de acciones especiales para el empleo 
en zonas donde existan personas pertenecientes a los colec-
tivos descritos en el apartado 3 del artículo 4 de la presente 
Orden que precisen de actuaciones específicas que posibiliten 
la consolidación del empleo en su territorio.

Artículo 4. Entidades promotoras beneficiarias.
1. Los proyectos de mejora de la infraestructura, servicios 

y acciones especiales en materia de empleo podrán ser promo-
vidos, en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de An-
dalucía, por Ayuntamientos, Diputaciones y Mancomunidades 
de municipios de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

2. Las entidades beneficiarias formalizarán las contrata-
ciones necesarias para el desarrollo del proyecto utilizando 
para ello, de conformidad con la legislación vigente, la moda-
lidad contractual más adecuada a las necesidades del mismo 
y al perfil de la persona seleccionada. Dichas contrataciones 
se formalizarán con personas desempleadas inscritas como 
demandantes de empleo en las oficinas del Servicio Andaluz 
de Empleo de la Consejería de Empleo, ante las que las Enti-
dades beneficiarias presentarán oferta de empleo.

3. En el supuesto de los proyectos destinados a la realización 
de las acciones descritas en las letras b) y c) del apartado 1 del 
artículo 3 de la presente Orden, al menos el 50% de las contrata-
ciones necesarias para la ejecución de los proyectos se formaliza-
rán, dentro de los objetivos marcados en el Plan de Acción para el 
Empleo en el Reino de España, con:

a) Jóvenes menores de 30 años desempleados que acre-
diten una inscripción de demanda de empleo con antigüedad 
de al menos 6 meses y cumplan el perfil necesario para el 
desarrollo del proyecto.

b) Personas mayores de 45 años desempleados que acre-
diten una inscripción de demanda de empleo con antigüedad 
de al menos 12 meses y cumplan el perfil necesario para el 
desarrollo del proyecto.

c) Mujeres de cualquier edad desempleadas que acredi-
ten la previa inscripción de demanda de empleo y que no hu-
bieran sido beneficiarias de proyectos concedidos al amparo 
del presente programa en el ejercicio anterior.

De entre ellos, tendrán preferencia los siguientes colectivos:

a) Personas con especiales dificultades de acceso al mer-
cado laboral, que a los efectos de esta Orden serán:

- Mujeres víctimas de violencia de género.
- Personas con discapacidad reconocida en un grado igual 

o superior al 33%.
- Personas ex-reclusas.
- Personas con problemas de drogadicción o alcoholismo 

que se encuentren en procesos de rehabilitación o reinserción 
social.

- Jóvenes que se incorporen al mercado de trabajo proce-
dentes de instituciones de protección y reforma.

- Personas usuarias del Programa de Solidaridad.
- Parados de larga duración mayores de 45 años.
- Pertenecientes a minorías étnicas.
- Víctimas de actos terroristas, y/o sus familiares en pri-

mer grado de consanguinidad o afinidad.
- Parados de larga duración que lleven más de 24 meses en 

desempleo, así como demás personas en riesgo de exclusión.

b) Personas con responsabilidades familiares especial-
mente cuando se trate de familias monoparentales.

La acreditación de pertenencia a cualquiera de los anterio-
res colectivos se efectuará mediante declaración responsable.

Artículo 5. Incentivos y duración de los proyectos.
1. Las entidades que desarrollen y ejecuten proyectos 

descritos en las letras a), b) y c) del artículo 3 de la presente 
Orden podrán beneficiarse de un incentivo que podrá alcanzar 
hasta el 80% del coste total del mismo. 

2. En el supuesto de proyectos destinados a la realización 
de actuaciones contenidas por las letras b) y c) del artículo 3 
de la presente Orden, que acrediten la inserción estable de 
al menos el 30% de los participantes en proyectos similares 
realizados al amparo del presente programa el incentivo podrá 
alcanzar hasta el 100% del coste total del mismo

Dicho incentivo podrá aplicarse a los gastos ocasionados 
por las siguientes acciones:

a) Gastos de personal, entendiendo por tales aquellos 
gastos destinados a sufragar los costes salariales del personal 
encargado de la ejecución del proyecto, incluidos en los mis-
mos el correspondiente al prorrateo de pagas extraordinarias 
y las cotizaciones a la Seguridad Social, no pudiendo exceder 
de las cantidades que se establecen a continuación, por año y 
a jornada completa:

- Coordinador: 35.384 €.
- Técnico: 29.321,50 €.
- Apoyo Administrativo: 20.525 €.

b) En el supuesto de proyectos destinados a la ejecución 
de acciones contempladas en la letra c) del apartado 1 del ar-
tículo 3 de la presente Orden, las contrataciones que se efec-
túen a los destinatarios delimitados en el artículo 4.3 serán 
incentivados por el Servicio Andaluz de Empleo y su coste no 
superará al equivalente al 1,5 veces el Salario Mínimo Inter-
profesional (SMI) vigente cada año, incluida la parte proporcio-
nal de dos pagas extraordinarias por importe equivalente cada 
una de ellas a una mensualidad o la cuantía prevista en el 
convenio colectivo de aplicación de ser esta inferior, así como 
la correspondiente cotización a la Seguridad Social por todos 
los conceptos, por cada persona contratada.

c) Gastos generales, entendiendo por estos aquellos di-
rectamente relacionados con el proyecto a desarrollar, enten-
diendo incluidos los de auditoría externa para la comprobación 
de las certificaciones de gastos en los términos descritos por 
el artículo 74 del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por 
el que se aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de 
diciembre, General de Subvenciones.

En el supuesto de proyectos destinados a la ejecución de 
acciones contempladas en las letras b) y c) del apartado 1 del 
artículo 3 de la presente Orden, los gastos contemplados en 
este apartado no podrán superar el 20% del coste total del 
proyecto.

2. Los proyectos tendrán una duración máxima de un año.

CAPÍTULO III

Programa para el fomento de la cultura de la calidad en el 
empleo, y de la empleabilidad de las personas que precisen 

adquirir experiencia laboral

Artículo 6. Objeto.
El Programa establecido en el presente Capítulo tiene por 

finalidad incentivar proyectos:

a) Proyectos que promuevan una cultura del empleo de 
calidad, que fomenten el empleo estable, seguro y cualificado, 
y que redunden en un aumento de la calidad en el mercado 
laboral. Así mismo, a través de estos proyectos se podrá com-
pletar la empleabilidad de aquellas personas que lo precisen.

b) Proyectos destinados a fomentar y facilitar la empleabi-
lidad de personas que precisen experiencia laboral.
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Artículo 7. Entidades promotoras beneficiarias.
Estos proyectos podrán ser promovidos, en el ámbito 

territorial de la Comunidad Autónoma de Andalucía, por las 
siguientes entidades:

a) Los proyectos descritos en el apartado a) del artícu-
lo 6 podrán ser promovidos por organizaciones empresariales 
y sindicales de ámbito andaluz y carácter intersectorial que, es-
tando inscritas en el Registro de asociaciones empresariales y 
sindicales del Consejo Andaluz de Relaciones Laborales, cuen-
ten con sede en cada una de las provincias andaluzas y ten-
gan implantación en todas y cada una de ellas de acuerdo con 
lo dispuesto por en los artículos 6 y 7.1 de la L.O. 11/1985, de 
2 de agosto, de Libertad Sindical para las Organizaciones Sin-
dicales, y de conformidad con lo establecido en la Disposición 
Adicional Sexta del Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de 
marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido del Estatuto 
de los Trabajadores, para las organizaciones empresariales.

b) Los proyectos descritos en el apartado b) del artícu-
lo 6 podrán ser promovidos por Fundaciones con sede en el 
ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
siempre que tengan ámbito autonómico. Estos proyectos po-
drán ser desarrollados en colaboración con las distintas Admi-
nistraciones Públicas.

Artículo 8. Incentivos y duración de los proyectos.
1. Las organizaciones empresariales y sindicales, descri-

tas en el apartado a) del artículo 6, que desarrollen y ejecuten 
éstos proyectos, por sí o a través de entidades vinculadas a 
éstas, podrán beneficiarse de un incentivo que podrá alcan-
zar hasta el 100% del coste total del mismo. Dicho incentivo 
podrá aplicarse a los gastos ocasionados por las siguientes 
acciones:

a) Gastos de personal, entendiendo por tales aquellos 
gastos destinados a sufragar los costes salariales del personal 
encargado de la ejecución del proyecto, incluidos en los mis-
mos el correspondiente al prorrateo de pagas extraordinarias y 
las cotizaciones a la Seguridad Social, así como todos aquellos 
gastos que por ley se establezcan como directamente obliga-
torios no pudiendo exceder de las cantidades que se estable-
cen a continuación, por año y a jornada completa:

- Coordinador: 35.384 €.
- Técnico: 29.321,50 €.
- Apoyo Administrativo: 20.525 €.
- Profesionales de Oficio: 17.423,53 €.
- Personal subalterno y sin cualificar: 16.086 €.

El coste total de gastos de personal podrá ser imputado 
tanto a personal propio de la plantilla de la entidad promotora 
que se dedique al proyecto, como a nuevas contrataciones 
especificas para el desarrollo del mismo, que cuenten con el 
perfil necesario para desarrollar el citado proyecto.

b) Cuando la entidad promotora quiera facilitar experiencia 
laboral a personas que precisen de la misma, el coste no supe-
rará al equivalente referenciado a la categoría profesional de:

- Técnico Superior: 2,9 veces el SMI.
- Técnico Medio: 2,5 veces el SMI.
- Administrativo: 2 veces el SMI.

El SMI será el vigente cada año incluida la parte propor-
cional de dos pagas extraordinarias por importe equivalente 
cada una de ellas a una mensualidad, así como la correspon-
diente cotización a la Seguridad Social por todos los conceptos 
de cada persona contratada, así como todos aquellos que por 
ley se establezcan como directamente obligatorios.

c) Gastos generales, se considerarán como tales los rela-
cionados a continuación:

- Gastos de viaje, estancia y manutención del personal 
para la realización de actuaciones relacionadas con el desa-
rrollo del proyecto.

- Publicaciones, reprografía y publicidad.
- Alquiler de edificios y equipamientos sin que en este 

concepto pueda entenderse incluido el leasing.
- Amortización de equipos conforme a la legislación vi-

gente.
- Material fungible y bienes consumibles no amortizables. 
- Material de oficina, didáctico e informático.
- Gastos corrientes, entendiendo por tales suministros de 

luz, agua, calefacción, teléfono, fax, internet y correos.
- Seguros de responsabilidad civil.
- Limpieza.
- Gastos de adaptación, conservación y mantenimiento de 

infraestructuras.
- Gastos de auditoría externa para la comprobación de las 

certificaciones de gastos en los términos descritos por el ar-
tículo 74 del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el 
que se aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de 
diciembre, General de Subvenciones.

- Así como cualquier otro gasto relacionado con el pro-
yecto a desarrollar y no contemplado en los anteriores, siem-
pre que venga contemplado en la resolución de concesión del 
incentivo o, en su defecto, sea expresamente autorizado con 
por el órgano competente.

Los gastos contemplados en este apartado no podrán su-
perar el 20% del coste total del proyecto, y todos y cada uno 
de ellos deberá guardar una relación directa con el desarrollo 
del mismo.

2. Las Fundaciones que desarrollen y ejecuten los proyec-
tos descritos por el apartado b) del artículo 6 podrán benefi-
ciarse de un incentivo que podrá alcanzar hasta el 100% del 
coste total del mismo. Dicho incentivo podrá aplicarse a los 
gastos ocasionados por las siguientes acciones:

a) Gastos de personal, entendiendo por tales aquellos 
gastos destinados a sufragar los costes salariales del personal 
encargado de la ejecución del proyecto, incluidos en los mis-
mos el correspondiente al prorrateo de pagas extraordinarias 
y las cotizaciones a la Seguridad Social, no pudiendo exceder 
de las cantidades que se establecen a continuación, por año y 
a jornada completa:

- Coordinador: 35.384 €.
- Técnico: 29.321,50 €.
- Apoyo Administrativo: 20.525 €.
- Profesionales de Oficio: 17.423,53 €.
- Personal subalterno y sin cualificar: 16.086 €.

Hasta un 50% del coste total de gastos de personal podrá 
ser imputados a personal propio de la plantilla de la entidad 
promotora siempre que se dedique al proyecto, y cuente con 
el perfil necesario para desarrollar el mismo.

b) Las contrataciones que se efectúen con personas que 
precisen de experiencia laboral serán sufragados por el Servi-
cio Andaluz de Empleo y su coste no superara al equivalente al 
1,5 veces el SMI vigente cada año incluida la parte proporcio-
nal de dos pagas extraordinarias por importe equivalente cada 
una de ellas a una mensualidad o la cuantía prevista en el 
convenio colectivo de aplicación de ser esta inferior, así como 
la correspondiente cotización a la Seguridad Social por todos 
los conceptos cada persona contratada.

c) Gastos generales, se considerarán como tales los rela-
cionados a continuación:

- Gastos de viaje y estancia del personal para la realización 
de actuaciones relacionadas con el desarrollo del proyecto.

- Publicaciones y publicidad.
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- Alquiler de edificios y equipamientos sin que en este 
concepto pueda entenderse incluido el leasing.

- Amortización de equipos conforme a la legislación vi-
gente.

- Material fungible y bienes consumibles no amortizables. 
- Material de oficina, didáctico e informático.
- Gastos corrientes, entendiendo por tales suministros de 

luz, agua, calefacción, teléfono, fax, internet y correos.
- Seguros de responsabilidad civil.
- Limpieza.
- Gastos de auditoría externa para la comprobación de las 

certificaciones de gastos.
- Así como cualquier otro gasto directamente relacionado 

con el proyecto a desarrollar y no contemplado en los anterio-
res, siempre que sea expresamente autorizado por el órgano 
competente.

Los gastos contemplados en este apartado no podrán su-
perar el 20% del coste total del proyecto, y todos y cada uno 
de ellos deberá guardar una relación directa con el desarrollo 
del mismo. 

3. Los proyectos tendrán una duración máxima de dos 
años.

CAPÍTULO IV

Programa de Talleres de oficios para jóvenes de hasta 30 
años y mujeres

Artículo 9. Objeto.
1. El programa establecido en el presente Capítulo tiene 

por finalidad incentivar la ejecución de talleres de oficios des-
tinados a la recuperación o mantenimiento de oficios tradicio-
nales o cualquier otro oficio que esté siendo demandado por el 
mercado laboral en el territorio en el que se va a desarrollar.

2. Los destinatarios de dichos proyectos serán jóvenes de 
hasta 30 años y mujeres, preferentemente provenientes de iti-
nerarios de inserción del Programa de Andalucía Orienta, que 
sean desempleados demandantes de empleo inscritos como 
tales en las oficinas del Servicio Andaluz de Empleo de la Con-
sejería de Empleo y seleccionados por una comisión mixta 
formada entre la entidad promotora y la correspondiente Di-
rección Provincial de Servicio Andaluz de Empleo.

Estos talleres contarán con al menos 6 alumnos por es-
pecialidad, los cuales deberán ser contratados por la entidad 
promotora durante todo el período de duración del mismo, 
debiendo formalizarse las contrataciones de acuerdo con las 
modalidades y contenidos previstos en la legislación laboral 
vigente.

3. Las personas que hayan participado como alumnos en 
un taller de oficio no podrán volver a ser seleccionadas como 
alumnos de otro proyecto sobre el mismo oficio en futuras 
convocatorias en el marco del presente programa.

4. Tras la finalización de un Taller de oficio, los contratos 
indefinidos que se formalicen con alumnos y alumnas partici-
pantes en el mismo serán incentivables con carácter prioritario 
de conformidad con lo establecido en la normativa reguladora. 
Igualmente aquellos alumnos y alumnas participantes en estos 
proyectos que, antes del transcurso de 6 meses desde la fina-
lización de su participación en un Taller de oficio, decidan ini-
ciar una actividad económica como autónomos o autónomas 
serán considerados colectivo prioritario en relación con las 
ayudas al autoempleo establecidas por el Decreto 175/2006, 
de 10 de octubre, por el que se aprueba el Plan de Fomento y 
Consolidación del Trabajo Autónomo en Andalucía.

Artículo 10. Entidades promotoras beneficiarias.
1. Los talleres de oficio podrán ser promovidos, en el 

ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
por asociaciones empresariales, asociaciones artesanales 

o empresas todas ellas relacionadas con el oficio objeto del 
proyecto a desarrollar, así como por Cámaras de Comercio, 
Industria y Navegación.

2. De entre las solicitudes de proyectos de talleres de ofi-
cio tendrán preferencia aquellos cuyas entidades promotoras 
acrediten los siguientes extremos:

a) Aportación al proyecto de unas instalaciones adecua-
das para su desarrollo y ejecución.

b) Cobertura de los gastos derivados del mantenimiento 
de la maquinaria e instalaciones.

c) En el supuesto de haber ejecutado con anterioridad 
proyectos similares, acreditación de un grado de inserción de 
al menos el 50% de los participantes.

Artículo 11. Incentivos y duración de los proyectos.
1. Las entidades que desarrollen y ejecuten talleres de 

oficios para jóvenes y mujeres podrán beneficiarse de un in-
centivo que podrá alcanzar hasta el 100% del coste total del 
mismo. El incentivo podrá ser aplicado tanto para gastos ma-
teriales como para gastos derivados de las contrataciones de 
personal necesarios para la ejecución del proyecto, y de los 
propios destinatarios.

a) Gastos de personal, entendiendo por tales aquellos 
gastos destinados a sufragar los costes salariales del personal 
encargado de la ejecución del proyecto, incluidos en los mis-
mos el correspondiente al prorrateo de pagas extraordinarias 
y las cotizaciones a la Seguridad Social, no pudiendo exceder 
de las cantidades que se establecen a continuación, por año y 
a jornada completa:

- Coordinador: 35.384 €.
- Técnico: 29.321,50 €.
- Apoyo Administrativo: 20.525 €.
- Profesionales de Oficio: 17.423,53 €.
- Personal subalterno y sin cualificar: 16.086 €.

El personal será seleccionado por la entidad promotora con 
la autorización del Servicio Andaluz de Empleo de la Consejería 
de Empleo, de entre aquellas personas que acrediten la cualifi-
cación necesaria para ejecutar las acciones que el mismo con-
templa y una experiencia mínima de al menos dos años.

b) Gastos de formación y funcionamiento señalados a 
continuación:

- Medios y material didáctico y de consumo para la for-
mación.

- Gastos de desplazamiento para la formación.
- Material de oficina.
- Alquiler de edificios y equipamientos sin que en este 

concepto pueda entenderse incluido el leasing.
- Gastos generales.
- Amortización de instalaciones y equipos. Para el cálculo 

de la misma se utilizarán las tablas de coeficiente anuales de 
amortización establecidas por el Ministerio de Hacienda.

- Gastos de auditoría externa para la comprobación de las 
certificaciones de gastos en los términos descritos por el ar-
tículo 74 del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el 
que se aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de 
diciembre, General de Subvenciones.

- Otros gastos de funcionamiento necesarios para el desa-
rrollo del proyecto formativo.

c) El gasto subvencionable en concepto de costes salaria-
les totales imputables a la ayuda por la contratación de jóve-
nes y mujeres que participen en el taller y serán equivalentes 
al 1,5 veces el salario mínimo interprofesional (SMI) vigente 
cada año, incluida la parte proporcional de dos pagas extraor-
dinarias por importe cada una de ellas a una mensualidad, así 



Sevilla, 28 de mayo 2007 BOJA núm. 104 Página núm. 25

como la correspondiente cotización a la Seguridad Social por 
todos los conceptos.

2. En el marco de lo dispuesto por el Reglamento (CE) 
núm. 68/2001, de la Comisión, de 12 de enero, relativo a la 
aplicación de los artículos 87 y 88 del Tratado CE a las ayu-
das de formación, y de conformidad con las Directrices so-
bre las ayudas de Estado de finalidad regional para el período 
2007-2013, cuando los talleres de oficio sean promovidos por 
empresas, el incentivo podrá alcanzar hasta los siguientes por-
centajes de cofinanciación:

a) Si la empresas tiene hasta 250 trabajadores, la cofi-
nanciación podrá alcanzar hasta el 90% del coste total de los 
proyectos destinados a mujeres y hombres menores de 25 
años y hasta el 80% de dicho coste cuando se destine a otras 
personas beneficiarias.

b) Si la empresas tiene más de 250 trabajadores, la cofi-
nanciación podrá alcanzar hasta el 70% del coste total de los 
proyectos destinados a mujeres y hombres menores de 25 
años y hasta el 60% de dicho coste cuando se destine a otras 
personas beneficiarias.

En todo caso, el porcentaje restante podrá ser cofinan-
ciado, entre otros conceptos, por la aportación al proyecto de 
instalaciones adecuadas para su desarrollo y ejecución, o me-
diante la cobertura de los gastos derivados del mantenimiento 
de la maquinaria e instalaciones.

3. Los talleres tendrán una duración máxima de un año. 
Transcurrido el periodo de 6 meses desde la finalización del 
proyecto, la entidad promotora deberá acreditar un grado de 
inserción del alumnado de al menos un 50%. En caso con-
trario, y en los términos establecidos por el artículo 33 de la 
presente Orden, procederá el reintegro parcial del incentivo en 
función del porcentaje de inserción incumplido.

CAPÍTULO V

Programa de Escuelas de empleo en sectores productivos

Artículo 12. Objeto.
1. El Programa establecido en el presente Capítulo tiene 

por finalidad incentivar Escuelas de empleo en sectores pro-
ductivos. Dichas Escuelas consisten en proyectos asociados a 
la producción de bienes o servicios, en los que la formación se 
alterna con el trabajo productivo en actividades que permitan 
la inserción a través de la profesionalización y adquisición de 
experiencia laboral de los participantes con la finalidad de in-
crementar sus posibilidades de inserción profesional.

2. Para resolver sobre la concesión de los incentivos 
establecidos en el presente Capítulo, el Servicio Andaluz de 
Empleo podrá atender a las demandas de los sectores pro-
ductivos así como, de forma coyuntural, a aquellos actividades 
que estime prioritarias en base a situaciones especiales de 
carácter sobrevenido.

3. Las Escuelas de empleo están destinadas a personas 
desempleadas menores de 30 años que cumplan los siguien-
tes requisitos:

a) Que dispongan de Formación Profesional Ocupacional 
o reglada, diplomatura o licenciatura relacionada con el sector 
productivo en el que se desarrolle el proyecto.

b) Que no hayan transcurrido más de dos años desde la 
finalización de la formación.

c) Que no hayan trabajado por cuenta ajena o propia, 
después de la terminación de sus estudios, en tareas relacio-
nadas con su formación o, en su defecto, que el periodo de 
ocupación no supere los seis meses computados en el periodo 
comprendido por los dos años inmediatamente posteriores a 
la finalización de dicha formación.

Estas escuelas contarán con al menos 6 alumnos. De las 
personas que cumplan los anteriores requisitos tendrán prefe-
rencia aquellas que provengan de itinerarios de inserción del 
Programa de Andalucía Orienta.

Las entidades promotoras de Escuelas de Empleo se com-
prometen durante el desarrollo del proyecto a formar adecua-
damente a los participantes en la ocupación a desempeñar, 
así como a proveerles durante al menos 9 meses prácticas 
en empresas del sector productivo concreto, bajo la supervi-
sión de un tutor nombrado al efecto por la entidad promotora. 
Las personas que participen en el proyecto deberán ser con-
tratadas por la entidad promotora durante todo el periodo de 
duración de la misma, debiendo formalizarse dichas contrata-
ciones de acuerdo con las modalidades y contenidos previstos 
en la legislación laboral vigente.

4. Las personas que hayan participado como alumnos en 
una escuela de empleo no podrán volver a ser seleccionadas 
como alumnos de otro proyecto sobre el mismo sector en futu-
ras convocatorias en el marco del presente programa.

5. Tras la finalización de una Escuela de empleo en sec-
tores productivos, los contratos indefinidos que se formalicen 
con alumnos y alumnas participantes en la misma serán in-
centivables con carácter prioritario de conformidad con lo 
establecido en la normativa reguladora. Igualmente aquellos 
alumnos y alumnas participantes en estos proyectos que 
antes del transcurso de 6 meses desde la finalización de su 
participación en una Escuela de Empleo, decidan iniciar una 
actividad económica como autónomos o autónomas serán 
considerados colectivo prioritario en relación con las ayudas al 
autoempleo establecidas por el Decreto 175/2006, de 10 de 
octubre, por el que se aprueba el Plan de Fomento y Consoli-
dación del Trabajo Autónomo en Andalucia.

Artículo 13. Entidades promotoras beneficiarias.
Los proyectos de Escuelas de empleo en sectores pro-

ductivos podrán ser promovidos, en el ámbito territorial de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, por Organizaciones em-
presariales, Asociaciones empresariales sectoriales, Cámaras 
de Comercio, Industria y Navegación, Agentes Económicos y 
empresas del sector.

Artículo 14. Incentivos y duración de los proyectos.
1. Las entidades promotoras de Escuelas de empleo en 

sectores productivos podrán beneficiarse de un incentivo que 
podrá alcanzar hasta el 100% del coste total del mismo. El 
incentivo podrá ser aplicado a los siguientes conceptos:

a) Gastos de personal, entendiendo por tales aquellos 
gastos destinados a sufragar los costes salariales del personal 
encargado de la ejecución del proyecto, incluidos en los mis-
mos el correspondiente al prorrateo de pagas extraordinarias 
y las cotizaciones a la Seguridad Social, no pudiendo exceder 
de las cantidades que se establecen a continuación, por año y 
a jornada completa:

- Coordinador: 35.384 €.
- Técnico, Monitor, Tutor de empresa: 29.321,50 €.
- Apoyo Administrativo: 20.525 €.

El personal será seleccionado por la entidad promotora con 
la autorización del Servicio Andaluz de Empleo de la Consejería 
de Empleo, de entre aquellas personas que acrediten la cualifi-
cación necesaria para ejecutar las acciones que el mismo con-
templa y una experiencia mínima de al menos dos años.

b) Gastos de formación y funcionamiento señalados a 
continuación:

- Medios y material didáctico y de consumo para la for-
mación.

- Gastos de desplazamiento para la formación.
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- Material de oficina.
- Alquiler de edificios y equipamientos sin que en este 

concepto pueda entenderse incluido el leasing.
- Gastos generales.
- Amortización de instalaciones y equipos. Para el cálculo 

de la misma se utilizarán las tablas de coeficiente anuales de 
amortización establecidas por el Ministerio de Hacienda.

- Gastos de auditoría externa para la comprobación de las 
certificaciones de gastos en los términos descritos por el ar-
tículo 74 del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el 
que se aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de 
diciembre, General de Subvenciones.

- Otros gastos de funcionamiento necesarios para el desa-
rrollo del proyecto formativo.

c) El gasto subvencionable en concepto de costes sala-
riales totales imputables a la ayuda por la contratación de los 
alumnos y alumnas que participen en la escuela y que serán 
equivalentes al 1,5 veces el salario mínimo interprofesional 
(SMI) vigente cada año, incluida la parte proporcional de dos 
pagas extraordinarias por importe cada una de ellas a una 
mensualidad, así como la correspondiente cotización a la Se-
guridad Social por todos los conceptos.

2. En el marco de lo dispuesto por el Reglamento (CE) 
núm. 68/2001, de la Comisión, de 12 de enero, relativo a la 
aplicación de los artículos 87 y 88 del Tratado CE a las ayudas 
de formación, y de conformidad con las Directrices sobre las 
ayudas de Estado de finalidad regional para el período 2007-
2013, cuando las escuelas de empleo sean promovidas por 
empresas el incentivo podrá alcanzar hasta los siguientes por-
centajes de cofinanciación:

a) Si la empresas tiene hasta 250 trabajadores, la cofi-
nanciación podrá alcanzar hasta el 90% del coste total de los 
proyectos destinados a jóvenes menores de 25 años y hasta el 
80% de dicho coste cuando se destine a jóvenes de entre 25 
y 30 años.

b) Si la empresas tiene más de 250 trabajadores, la cofi-
nanciación podrá alcanzar hasta el 70% del coste total de los 
proyectos destinados a jóvenes menores de 25 años y hasta el 
60% de dicho coste cuando se destine a jóvenes de entre 25 
y 30 años.

En todo caso, el porcentaje restante podrá ser cofinan-
ciado, entre otros conceptos, por la aportación al proyecto de 
instalaciones adecuadas para su desarrollo y ejecución, o me-
diante la cobertura de los gastos derivados del mantenimiento 
de la maquinaria e instalaciones.

3. Los proyectos tendrán una duración máxima de un 
año. Transcurrido el período de 6 meses desde la finalización 
del proyecto, la entidad promotora deberá acreditar un grado 
de inserción de los participantes de al menos un 50%. En caso 
contrario, y en los términos establecidos por el artículo 33 de 
la presente Orden, procederá el reintegro parcial del incentivo 
en función del porcentaje de inserción incumplido.

CAPÍTULO VI

Programa para el fomento de proyectos integrales de empleo 
para personas con discapacidad

Artículo 15. Objeto.
1. El programa establecido en el presente Capítulo tiene 

por finalidad desarrollar proyectos de empleo con apoyo que 
generen posibilidades de empleo y faciliten un empleo de cali-
dad para personas con discapacidad con especiales dificulta-
des de inserción laboral en empresas del mercado ordinario 
de trabajo en similares condiciones al resto de los trabajado-
res que desempeñan puestos equivalentes.

2. Para ello se incentivarán proyectos integrales de fo-
mento de empleo que desarrollen acciones de orientación y 
acompañamiento individualizado en el puesto de trabajo como 
medida de adaptación de las personas definidas en el apar-
tado anterior.

3. Los proyectos deberán contener, al menos, las siguien-
tes acciones:

a) Orientación, asesoramiento y acompañamiento a la 
personas con discapacidad, elaborando para cada trabajador 
un programa de adaptación para el puesto de trabajo.

b) Labores de acercamiento y mutua ayuda entre el tra-
bajador beneficiario del proyecto de empleo con apoyo, el em-
pleador y el personal de la empresa que comparta tareas con 
el trabajador con discapacidad.

c) Apoyo al trabajador en el desarrollo de habilidades so-
ciales y comunitarias, de modo que pueda relacionarse con el 
entorno laboral en las mejores condiciones.

d) Adiestramiento específico del trabajador con discapaci-
dad en las tareas inherentes al puesto de trabajo.

e) Seguimiento del trabajador y evaluación del proceso de 
inserción en el puesto de trabajo. Estas acciones tendrán por 
objeto la detección de necesidades y la prevención de posibles 
amenazas o riesgos, tanto para el trabajador como para la em-
presa que le contrata, que pongan en peligro el objetivo de 
inserción y permanencia en el empleo.

f) Asesoramiento e información a la empresa sobre las 
necesidades y procesos de adaptación del puesto de trabajo.

g) Previsión de una evaluación final del proyecto, que se 
desarrollará en el período de un año desde su finalización y 
en la que deberá quedar plasmada el grado de inserción y 
la permanencia en el empleo de los destinatarios. Los datos 
obtenidos mediante dicha evaluación podrán ser tenidos en 
cuenta para futuras convocatorias.

Artículo 16. Destinatarios.
1. Los destinatarios de los proyectos de empleo con 

apoyo serán los trabajadores con discapacidad inscritos en el 
Servicio Andaluz de Empleo como demandantes de empleo no 
ocupados, así como los trabajadores con discapacidad con-
tratados por Centros Especiales de Empleo, a tales efectos 
tendrán preferencia:

a) Personas con parálisis cerebral, personas con enfer-
medad mental o personas con discapacidad intelectual con un 
grado de minusvalía reconocido igual o superior al 33%.

b) Personas con discapacidad física o sensorial con un 
grado de minusvalía reconocido igual o superior al 65%.

2. Las personas con discapacidad que, en el marco de 
estos proyectos, reciban las acciones de apoyo al empleo de-
berán ser contratadas por empresas ordinarias o por Centros 
Especiales de Empleo, para ser empleados efectivamente en 
la organización productiva de la empresa mediante un con-
trato indefinido o de duración determinada, siempre que la 
duración del contrato sea, en este caso, como mínimo de un 
año. Dichas contrataciones podrán ser incentivadas al amparo 
de lo dispuesto por el Decreto 149/2005, de 14 de junio, por 
el que se regulan los Incentivos a la contratación con carácter 
indefinido.

Artículo 17. Entidades promotoras beneficiarias.
Los proyectos de empleo con apoyo podrán ser promovi-

dos, en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de An-
dalucía, por asociaciones, fundaciones o entidades sin ánimo 
de lucro de ámbito regional que representen a la personas con 
discapacidad.
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Artículo 18. Tutores laborales.
En el marco de estos proyectos las acciones de empleo 

con apoyo serán llevadas a cabo por personal cualificado y 
deberán estar en posesión de una titulación mínima de for-
mación profesional de grado medio o equivalente y acreditar 
una experiencia mínima previa de al menos un año en acti-
vidades de integración laboral de personas con discapacidad 
que les capacite para la realización de las funciones propias 
de su puesto.

El número de trabajadores con discapacidad que pueden 
ser atendidos por cada tutor laboral dependerá del tipo de 
apoyo que en cada caso sea necesario presentar, sin que en 
ningún caso un tutor laboral, con jornada de trabajo a tiempo 
completo, pueda atender como máximo a más de 12 traba-
jadores con discapacidad sin que en dicho numero puedan 
computase mas de:

a) Tres trabajadores con parálisis cerebral, con enferme-
dad mental o con discapacidad intelectual, con un grado de 
minusvalía reconocido igual o superior al 65%.

b) Cinco trabajadores con parálisis cerebral, enfermedad 
mental o con discapacidad intelectual, con un grado de minus-
valía reconocido igual o superior al 33% e inferior al 65%.

c) Ocho trabajadores con discapacidad física o sensorial 
con un grado de minusvalía reconocido igual o superior al 65%.

Artículo 19. Incentivos y duración de los proyectos.
1. Las entidades que desarrollen y ejecuten proyectos in-

tegrales de empleo para personas con discapacidad podrán 
beneficiarse de un incentivo que podrá alcanzar hasta el 100% 
del coste total del mismo. El incentivo se destinará a financiar 
los siguientes costes:

a) Costes salariales de las personas contratadas para de-
sarrollar los proyectos entendiendo por tales aquellos gastos 
destinados a sufragar los costes salariales del personal encar-
gado de la ejecución del proyecto, incluidos en los mismos 
el correspondiente al prorrateo de pagas extraordinarias y las 
cotizaciones a la Seguridad Social, no pudiendo exceder de 
las cantidades que se establecen a continuación, por año y a 
jornada completa:

- Coordinador 35.384 €.
- Técnico 29.321 €.
- Tutor laboral 32.000 €.
- Personal de apoyo administrativo 20.525 €.

El incentivo se reducirá proporcionalmente en función de 
la duración de la jornada del tutor laboral en el supuesto de 
que éste tenga un contrato a tiempo parcial.

b) Gastos generales:

- Amortización de instalaciones y equipos. Para el cálculo 
de la misma se utilizarán las tablas de coeficiente anuales de 
amortización establecidas por el Ministerio de Hacienda.

- Gastos de auditoría externa para la comprobación de las 
certificaciones de gastos en los términos descritos por el ar-
tículo 74 del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el 
que se aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de 
diciembre, General de Subvenciones.

- Otros gastos de funcionamiento necesarios para el desa-
rrollo del proyecto formativo.

2. El período máximo durante el que se prestará el apoyo 
a las mismas personas con discapacidad computable a efec-
tos de los incentivos antes señaladas será de dos años.

3. Los proyectos podrán tener una duración de hasta dos 
años.

CAPÍTULO VII

Disposiciones comunes

Artículo 20. Solicitudes de incentivos.
1. Las entidades descritas en los artículos anteriores, 

cuando deseen promover proyectos enmarcados dentro de los 
Programas regulados en la presente Orden y obtener las ayu-
das en ella establecidas, dirigirán el correspondiente impreso 
de solicitud acompañado de la documentación preceptiva para 
cada tipo de proyecto, suscrito por su representante legal, a 
la persona titular de la Consejería de Empleo en su calidad de 
Presidente del Servicio Andaluz de Empleo, y lo presentarán 
preferentemente ante la Dirección Provincial del Servicio An-
daluz de Empleo de la Consejería de Empleo, ante la Dirección 
General de Fomento del Empleo o ante las Unidades Territoria-
les de Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico, sin perjuicio 
de lo establecido en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Los impresos de solicitud de los incentivos articulados en 
esta Orden, incluirán:

a) Declaración responsable de que el solicitante no está 
incurso en ninguna de las prohibiciones para ser persona be-
neficiaria, de conformidad con lo establecido en el artículo 31 
de la presente Orden.

b) Declaración responsable de no haber obtenido otras 
ayudas o ayudas públicas por el mismo concepto y ejercicio, 
procedentes de cualesquiera Administraciones o Entes públi-
cos o privados, nacionales o internacionales. En el supuesto de 
que hubieran sido solicitadas u obtenidas otras ayudas para la 
misma finalidad, siempre que pudieran ser compartidas, rela-
ción de las acciones financiadas y del importe subvencionado.

c) Solicitud de transferencia bancaria firmada por la per-
sona solicitante o, en su caso, la persona que actúe en su 
representación y sellada por la entidad bancaria.

d) Compromiso por parte de la entidad promotora del pro-
yecto de que al menos el 50% de las personas contratadas 
para la ejecución del proyecto serán mujeres, independiente-
mente del sector productivo en el que se vaya a desarrollar.

2. Las solicitudes se efectuarán en impresos normaliza-
dos por triplicado que serán proporcionados en las dependen-
cias de las Direcciones Provinciales del Servicio Andaluz de 
Empleo de la Consejería de Empleo, de las Unidades Territo-
riales de Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico o mediante 
descarga telemática del portal de la Junta de Andalucía (www.
juntadeandalucia.es).

3. La presentación de esta solicitud por parte del benefi-
ciario conllevará la autorización al órgano gestor para recabar 
los certificados a emitir por la Agencia Estatal de Administra-
ción Tributaria, Consejería de Economía y Hacienda, y por la 
Tesorería General de la Seguridad Social tal y como dispone 
el apartado 3 del artículo 23 de la Ley 38/2003, de 17 de 
diciembre, General de Subvenciones. No obstante, en relación 
con esta última, en tanto en cuanto no se articulen los opor-
tunos mecanismos para la transmisión de datos entre Admi-
nistraciones, el beneficiario deberá aportar el correspondiente 
certificado expedido por el órgano competente de la Seguridad 
Social.

4. Si la solicitud no reuniera los requisitos exigidos o no 
se acompañasen los documentos preceptivos, el órgano ins-
tructor del procedimiento requerirá a la entidad solicitante 
para que en el plazo de 10 días subsane la falta o acompañe 
los documentos preceptivos, con la indicación de que si así 
no lo hiciera se le tendrá por desistida de su petición, previa 
resolución dictada en los términos previstos en el artículo 42.1 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
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de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común.

Artículo 21. Documentación adjunta a la solicitud.
Con carácter general la solicitud de las ayudas desarro-

lladas en la presente Orden se acompañará de la siguiente 
documentación:

a) Fotocopia compulsada de la documentación identifica-
tiva de la personalidad jurídica de la entidad solicitante y acre-
ditativa de poder de representación del firmante de la solicitud 
para actuar en nombre de la persona jurídica solicitante. En el 
caso de asociaciones, fundaciones y otras entidades sin ánimo 
de lucro, fotocopia compulsada de escritura pública de consti-
tución y estatutos debidamente inscritos en el registro corres-
pondiente y de la documentación que acredite que cuenta con 
sede en el territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

b) Cuando se trate de asociaciones, certificación acredita-
tiva de su implantación en todas y cada una de las provincias 
andaluzas de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 7.a) de 
la presente Orden.

c) Memoria del proyecto a realizar en la que se detallaran 
el objetivo, las actuaciones a realizar y presupuesto desglo-
sado de los costes de desarrollo del proyecto.

d) En los proyectos integrales para el fomento del empleo 
de personas con discapacidad respecto del empleo con apoyo, 
deberá concretarse el número de personas con discapacidad 
que van a ser destinatarios de los proyectos y el grado de min-
usvalía de los mismos.

Artículo 22. Plazo de presentación de solicitudes.
1. Las solicitudes de las ayudas a proyectos desarrollados 

en esta Orden, se presentarán en el periodo comprendido en-
tre los días 1 y 31 de diciembre del año anterior a aquel en el 
que se vayan a iniciar, ambos inclusive, salvo para el supuesto 
de Ayudas a las Entidades Locales regulado en el apartado 
a) del artículo 3 del Capítulo II que podrán ser presentadas 
durante el primer cuatrimestre de cada año.

2. No serán admitidas a trámite las solicitudes que se 
presenten fuera del plazo establecido en el artículo anterior, 
resolviéndose la inadmisión de las mismas, que deberá ser 
notificada a los interesados en los términos previstos en el ar-
tículo 59 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

Artículo 23. Competencia para instruir y resolver.
Corresponde a la persona titular de la Consejería de 

Empleo, en su calidad de Presidente del Servicio Andaluz de 
Empleo, la competencia para resolver sobre los incentivos es-
tablecidos en la presente Orden sin perjuicio de lo dispuesto a 
continuación:

a) Se delega en la persona titular de la correspondiente 
Dirección Provincial del Servicio Andaluz de Empleo de la Con-
sejería de Empleo la competencia para resolver sobre los in-
centivos para la ejecución de las acciones contenidas en las 
letras a) y b) del apartado 1 del artículo 3 del Capítulo II de la 
presente Orden. El órgano instructor de los expedientes sobre 
estos incentivos será la Jefatura de Servicio de Fomento del 
Empleo de la correspondiente Dirección Provincial del Servicio 
Andaluz de Empleo.

b) Se delega en la persona titular de la Dirección General 
de Fomento del Empleo del Servicio Andaluz de Empleo de 
la Consejería de Empleo la competencia para resolver sobre 
los incentivos para la ejecución de los proyectos establecidos 
por los Capítulos III, IV, V y VI de la presente Orden. El órgano 
instructor de los expedientes sobre estos incentivos será la 
Jefatura de Servicio de la Dirección General de Fomento del 

Empleo del Servicio Andaluz de Empleo competente en razón 
de la materia.

Respecto de los incentivos cuya competencia para re-
solver no ha sido delegada, el órgano instructor de los expe-
dientes sobre dicho incentivos será la Dirección General de 
Fomento del Empleo del Servicio Andaluz de Empleo de la 
Consejería de Empleo.

Artículo 24. Resolución.
1. La Resolución contendrá, como mínimo, los extremos 

previstos en el artículo 13.2 del Decreto 254/2001, de 20 de 
noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de concesión 
de ayudas públicas y subvenciones de la Junta de Andalucía. 
Así mismo deberá tenerse en cuenta lo establecido por la Sec-
ción I, información y publicidad, del Capítulo II del Reglamento 
(CE) núm. 1828/2006 de la Comisión de 8 de diciembre de 
2006, así como lo dispuesto por el artículo 69.1 del Regla-
mento (CE) núm. 1083/2006 del Consejo de 11 de julio de 
2006.

2. El plazo máximo para resolver y notificar la resolución 
sobre las solicitudes de ayudas a los proyectos regulados en 
la presente Orden será de seis meses desde la fecha en que 
la misma haya tenido entrada en el registro del órgano com-
petente para su tramitación. Transcurrido el citado plazo sin 
que recaiga resolución expresa, las solicitudes podrán enten-
derse desestimadas por silencio administrativo conforme a lo 
establecido en el artículo 31.4 de la Ley 3/2004, de 28 de 
diciembre, por la que se aprueban las Medidas Tributarias, Ad-
ministrativas y Financieras.

3. En el plazo máximo de 15 días contados desde el si-
guiente al de la notificación de la resolución, las entidades 
promotoras deberán aceptar expresamente el incentivo en los 
términos establecidos en la resolución de concesión. En caso 
contrario, la resolución dictada perderá su eficacia, acordán-
dose el archivo con notificación al interesado. De la aceptación 
quedará constancia en el expediente.

En su caso, en el mismo acto de aceptación la entidad 
promotora deberá aportar documentación acreditativa de que 
dispone de las licencias y autorizaciones de las distintas ad-
ministraciones, en su caso, necesarias para el total desarrollo 
del proyecto.

4. Para aquellos incentivos destinado a subvencionar cos-
tes salariales no calculados en base al SMI vigente cada año, 
la resolución de concesión contemplará un incremento anual 
del 3% para años sucesivos, mientras no se dicte disposición 
en contra. Para el calculo del referido incremento se utilizará 
SMI que corresponda al mes de inicio del mismo, siendo éste 
único para todo el proyecto aún cuando el mismo se desarrolle 
en dos ejercicios anuales distintos.

Artículo 25. Dotación presupuestaria.
La concesión de las ayudas reguladas en la presente 

Orden estará condicionada a la existencia de dotación pre-
supuestaria para dicho fin y se podrán adquirir compromisos 
de carácter plurianual, de acuerdo con lo previsto en la Ley 
5/1983, de 19 de julio, General de Hacienda Pública de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía.

Artículo 26. Abono del incentivo.
1. Una vez dictada la resolución de concesión de la ayuda, 

el Servicio Andaluz de Empleo de la Consejería de Empleo pro-
cederá al abono de las ayudas de la siguiente forma:

- Hasta el 75%, en concepto de anticipo, se tramitará a 
partir de la fecha de concesión.

- Una vez justificado al menos el 25% del total subvencio-
nado mediante la oportuna presentación de los documentos 
acreditativos de la ejecución y de los gastos pagados se podrá 
tramitar el 25% restante. Para ello, y en cualquier caso, los 
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beneficiarios deberán cumplir las condiciones de justificación, 
que a tal efecto se establecen en el artículo 27 de la presente 
Orden, así como aquellas otras que el órgano concedente de 
la ayuda pueda concretar en la correspondiente Resolución de 
concesión.

2. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 32.2 
de la Ley 3/2004, de 28 de diciembre, por la que se aprue-
ban las Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras, no 
podrá proponerse el pago de subvenciones a los beneficiarios 
que no hayan justificado en tiempo y forma las ayudas conce-
didas con anterioridad con cargo al mismo programa presu-
puestario por la Administración de la Junta de Andalucía y sus 
Organismos Autónomos o, en el caso de entidades previstas 
en el artículo 6.1.b) de la Ley General de la Hacienda Pública 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, las concedidas por 
la propia entidad pública, ni aquellas que tengan deuda en pe-
ríodo ejecutivo de cualquier otro ingreso de Derecho Público 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 29.1 de la Ley 3/2004, de 28 de 
diciembre, por la que se aprueban las Medidas Tributarias, Ad-
ministrativas y Financieras.

3. En el plazo de un mes desde que se produzca cada 
pago, la Entidad promotora del proyecto presentará certifica-
ción de asiento contable.

Artículo 27. Justificación y liquidación de las ayudas.
1. Se considerará gasto realizado el que ha sido efectiva-

mente pagado con anterioridad a la finalización del período de 
justificación, y sean conformes con lo establecido en la nor-
mativa autonómica y nacional en materia de ayudas, así como 
en la normativa comunitaria.

2. En el plazo máximo de tres meses a partir de la fecha 
de finalización del programa objeto de la subvención, el bene-
ficiario deberá presentar ante el órgano gestor los justificantes 
del cumplimiento de la finalidad para la que se concedió la 
subvención, así como una memoria de lo realizado.

3. La justificación del cumplimiento de las condiciones 
impuestas y de la consecución de los objetivos en el acto 
de concesión del incentivo revestirá la forma de cuenta jus-
tificativa del gasto realizado en los términos establecidos por 
el artículo 72 del el Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 
de noviembre, General de Subvenciones aprobado por Real 
Decreto 887/2006, de 21 de julio. En las actividades no fi-
nanciadas con fondos comunitarios se considerará gasto rea-
lizado el acreditado mediante factura y demás documentos de 
valor probatorio equivalente con validez en el tráfico jurídico 
mercantil o eficacia administrativa. La rendición de la cuenta 
justificativa constituye un acto obligatorio del beneficiario, en 
la que se debe incluir, bajo responsabilidad del declarante, los 
justificantes de gasto o cualquier otro documento con validez 
jurídica que permitan acreditar el cumplimento del objeto de 
la incentivación. La cuenta deberá incluir declaración de las 
actividades realizadas que han sido financiadas con la incenti-
vación y su coste, con el desglose de cada uno de los gastos 
incurridos.

4. La acreditación de los gastos también podrá efectuarse 
mediante facturas electrónicas, siempre que cumplan los re-
quisitos exigidos para su aceptación en el ámbito tributario.

5. La presentación de las facturas, justificantes de pago 
y demás documentos de valor probatorio contemplada en el 
apartado 3 de este artículo, podrá ser sustituida por la cuenta 
justificativa con aportación de informe de un auditor de cuen-
tas inscritos como ejerciente en el Registro Oficial de Auditores 
de Cuentas dependiente del Instituto de Contabilidad y Audito-
rías de Cuentas, resultando de aplicación en este supuesto lo 
previsto en el artículo 74 del Real Decreto 887/2006, de 21 de 
julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, 
de 17 de diciembre, General de Subvenciones. Dicho informe 
del auditor deberá garantizar el carácter elegible de los gastos 

que se pretenden imputar, de acuerdo a los criterios conteni-
dos en los artículos anteriores.

Dicha cuenta justificativa deberá incorporar, además 
de una memoria de actuaciones, una memoria económica 
abreviada que contendrá al menos un estado representativo 
de los gastos incurridos en la realización de las actividades 
subvencionadas debidamente agrupados, y, en su caso, las 
cantidades inicialmente presupuestadas y las desviaciones 
acaecidas. 

De conformidad con lo dispuesto por el apartado 3 del 
artículo 31 de la Ley 38/2003, de 18 de noviembre, General 
de Subvenciones, cuando el importe del gasto subvencionable 
supere la cuantía de 30.000 euros en el supuesto de coste 
por ejecución de obra, o de 12.000 euros en el supuesto de 
suministro de bienes de equipo o prestación de servicios por 
empresas de consultoría o asistencia técnica, el beneficiario 
deberá solicitar como mínimo tres ofertas de diferentes pro-
veedores, con carácter previo a la contracción del compromiso 
para la prestación del servicio o la entrega del bien, salvo que 
por las especiales características de los gastos subvenciona-
bles no exista en el mercado suficiente número de entidades 
que lo suministren o presten, o salvo que el gasto se hubiera 
realizado con anterioridad a la solicitud de la subvención.

6. A efectos de justificaciones, para las subvenciones con-
cedidas por importe inferior a 60.000 €, podrá tener carácter 
de documento con validez jurídica la cuenta justificativa simpli-
ficada regulada en el artículo 75 del Real Decreto 887/2006, 
de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la 
Ley 38/2003, de 17 de diciembre, General de Subvenciones 
condiciones impuestas en la concesión de la subvención, con 
indicación de las actividades realizadas y los resultados ob-
tenidos; una relación clasificada de gastos e inversiones de 
la actividad, con indicación del acreedor y del documento, su 
importe, fecha de emisión y, en su caso, fecha de pago; un 
detalle de otros ingresos o subvenciones que hayan financiado 
la actividad subvencionada con indicación del importe y su 
procedencia.

El órgano concedente requerirá al beneficiario la remisión 
de justificantes de gastos que supongan al menos el 5% del 
importe de la subvención, a efectos de obtener evidencias ra-
zonables sobre la adecuada aplicación de la subvención.

7. La Consejería de Empleo garantizará que, en el marco 
de las auditorías realizadas sobre las certificaciones de gastos 
a contratar, son selladas o estampilladas todas las facturas o 
documentos originales del gasto que hayan sido presentadas, 
de forma que figure su condición de gasto cofinanciado por el 
Fondo Social Europeo y la Consejería de Empleo.

8. El importe definitivo de la ayuda se liquidará aplicando 
al coste de la actividad o inversión efectivamente realizada por 
el beneficiario, según justificación, el porcentaje de la finan-
ciación de la Junta de Andalucía, definido en la resolución de 
concesión.

Artículo 28. Gastos subvencionables.
Se considerarán gastos subvencionables a efectos de la 

presente Orden, sin perjuicio de los que así se determinan en 
las normas específicas de cada programa, todos aquellos que 
con carácter general y de manera indubitada respondan a la 
naturaleza de la situación, actividad o proyecto objeto de las 
ayudas y medidas previstas en la misma, y en concreto, aque-
llos que hayan sido efectivamente pagados con anterioridad a 
la finalización del periodo de justificación, y sean conformes 
con lo establecido en la normativa autonómica, nacional y co-
munitaria en materia de subvenciones.

Artículo 29. Subcontratación.
1. En aquellos programas en los que resulte de aplica-

ción, los beneficiarios podrán subcontratar hasta el 100% de la 
ejecución de la actividad que constituye el objeto de la ayuda, 
en los términos establecidos en esta Orden. Cuando la activi-
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dad concertada con terceros exceda del 20% del importe de la 
ayuda y dicho importe sea superior a 60.000 €, la celebración 
del correspondiente contrato deberá formalizarse por escrito y 
ser autorizado previamente por el órgano concedente, ya sea 
de forma expresa en la propia resolución de concesión de la 
ayuda o mediante resolución posterior, emitida en el plazo de 
15 días a contar desde la solicitud de autorización. Se enten-
derá otorgada la autorización cuando transcurra el citado plazo 
sin pronunciamiento del órgano concedente. En ningún caso 
podrá fraccionarse un contrato con el objeto de disminuir la 
cuantía del mismo y eludir el cumplimiento de este requisito.

2. En todo caso, será de aplicación a los beneficiarios y 
contratistas los límites y obligaciones establecidos en el ar-
tículo 29 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones y en el artículo 68.2 del Real Decreto 887/2006, 
de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 
38/2003, de 17 de diciembre, General de Subvenciones.

Artículo 30. Compatibilidad de las ayudas.
1. Los incentivos regulados por la presente Orden serán 

compatibles entre sí y con cualquier otra ayuda para el mismo 
fin no otorgada por la Consejería de Empleo, o por institución 
en la que ésta participe mayoritariamente, dentro de los lími-
tes legalmente establecidos.

No obstante lo anterior, y de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 111 de la Ley 5/1983, de 19 de julio, General de 
la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma, el importe 
de las ayudas en ningún caso podrá ser de tal cuantía que, 
aisladamente o en concurrencia con incentivos o ayudas de 
otras Administraciones Públicas o de otros Entes públicos o 
privados, nacionales o internacionales, supere el coste de la 
actividad a desarrollar por las entidades beneficiarias, proce-
diendo en caso contrario el reintegro del exceso obtenido so-
bre el coste de la actividad incentivada, así como los intereses 
de demora correspondientes.

2. De conformidad con lo establecido en el artículo 110 
de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Au-
tónoma, toda alteración de las condiciones tenidas en cuenta 
para la concesión de la ayuda y, en todo caso, la obtención 
concurrente de incentivos o ayudas otorgadas por otras Admi-
nistraciones o entes públicos o privados, nacionales o interna-
cionales, podrá dar lugar a la modificación de la resolución de 
concesión.

Artículo 31. Exclusiones.
1. Con carácter general, y de conformidad con lo esta-

blecido por el artículo 13.2 y 3 de la Ley General de Subven-
ciones, serán excluidas como posibles beneficiarias de las 
ayudas reguladas en la presente Orden, las entidades que se 
encuentren en alguna de las situaciones siguientes:

a) Haber sido condenadas mediante sentencia firme a la 
pena de pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones o 
ayudas públicas.

b) Haber solicitado la declaración de concurso, haber sido 
declaradas insolventes en cualquier procedimiento, hallarse 
declaradas en concurso, estar sujetas a intervención judicial o 
haber sido inhabilitadas conforme a la Ley Concursal sin que 
haya concluido el período de inhabilitación fijado en la senten-
cia de calificación del concurso.

c) Haber dado lugar, por causa de la que hubiesen sido 
declaradas culpables, a la resolución firme de cualquier con-
trato celebrado con la Administración. 

d) Estar incursa la persona física, los administradores de 
las sociedades mercantiles o aquellos que ostenten la repre-
sentación legal de otras personas jurídicas, en alguno de los 
supuestos de la Ley 12/1995, de 11 de mayo, de Incompa-
tibilidades de los Miembros del Gobierno de la Nación y de 
los Altos Cargos de la Administración General del Estado, de 
la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades 

del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas, de 
la Ley 3/2005, de 8 de abril, de Incompatibilidades de Altos 
Cargos de la Administración de la Junta de Andalucía y de De-
claración de Actividades, Bienes e Intereses de Altos Cargos y 
otros Cargos Públicos, o tratarse de cualquiera de los cargos 
electivos regulados en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, 
del Régimen Electoral General, en los términos establecidos 
en la misma o en la normativa autonómica que regule estas 
materias.

e) No hallarse al corriente en el cumplimiento de las obli-
gaciones tributarias o frente a la Seguridad Social impuestas 
por las disposiciones vigentes, así como tener deudas en pe-
ríodo ejecutivo de cualquier otro ingreso de derecho público 
con la Comunidad Autónoma de Andalucía, salvo lo dispuesto 
por el apartado 2 del artículo 32 de la presente Orden.

f) Tener la residencia fiscal en un país o territorio califi-
cado reglamentariamente como paraíso fiscal.

g) No hallarse al corriente del pago de obligaciones por 
reintegro de subvenciones.

h) Haber sido sancionada mediante resolución firme con 
la pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones según de 
la Ley General de Subvenciones o la Ley General Tributaria.

i) Las asociaciones incursas en las causas de prohibición 
previstas en los artículos 4.5 y 6 de la Ley Orgánica 1/2002, 
de 22 de marzo, reguladora del Derecho de Asociación, ni 
aquellas respecto las que hubiera suspendido el procedimiento 
administrativo de inscripción por encontrarse indicios raciona-
les de ilicitud penal, en aplicación de lo dispuesto por el ar-
tículo 30.4 de la Ley Orgánica 1/2002, en tanto no recaiga 
resolución judicial firme en cuya virtud pueda practicarse la 
inscripción en el correspondiente registro.

2. Sin perjuicio de las exclusiones generales establecidas 
en el apartado anterior, tampoco podrán obtener la condición 
de posibles beneficiarias de los incentivos previstos en la pre-
sente Orden aquellas entidades promotoras que se encuen-
tren en alguna de las situaciones siguientes:

a) Haber sido condenadas por sentencia judicial firme o 
sancionadas por resolución administrativa firme en los tres úl-
timos años por falta muy grave en materia de prevención de 
riesgos laborales.

b) Haber sido condenadas por sentencia judicial firme o 
resolución administrativa firme en los tres últimos años por 
prácticas de discriminación laboral o en materia de género.

c) Haber estado incursas en expedientes de regulación 
de empleo en los tres años inmediatamente anteriores a la 
solicitud de los incentivos.

Artículo 32. Obligaciones de las entidades beneficiarias 
de las ayudas.

1. Con independencia de las obligaciones específicas con-
templadas para cada ayuda en esta Orden, y las que expresa-
mente se recojan en la resolución o convenio de concesión, 
de conformidad con el artículo 14 de la Ley General de Sub-
venciones, y del artículo 29 de la Ley de Medidas Tributarias, 
Administrativas y Financieras, son exigibles las siguientes obli-
gaciones genéricas:

a) Cumplir el objetivo, ejecutar el proyecto, realizar la acti-
vidad o adoptar el comportamiento que fundamenta la conce-
sión de las subvenciones.

b) Justificar ante el órgano concedente el cumplimiento 
de los requisitos y condiciones, así como la realización de la 
actividad y el cumplimiento de la finalidad que determinen la 
concesión o disfrute de la subvención.

c) Someterse a las actuaciones de comprobación a efec-
tuar por el órgano concedente, así como cualesquiera otras 
de comprobación y control financiero que puedan realizar los 
órganos de control competentes, tanto nacionales como, en 
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su caso, comunitarios, aportando cuanta información le sea 
requerida en el ejercicio de las actuaciones anteriores.

d) Comunicar al órgano concedente la obtención de otras 
subvenciones, ayudas, ingresos o recursos que financien las 
actividades incentivadas. Esta comunicación deberá efec-
tuarse tan pronto como se conozca y, en todo caso, con an-
terioridad a la justificación de la aplicación dada a los fondos 
percibidos.

e) Disponer de los libros contables, registros diligenciados 
y demás documentos debidamente auditados en los términos 
exigidos por la legislación mercantil y sectorial aplicable a la 
entidad empleadora beneficiaria en cada caso, así como cuan-
tos estados contables y registros específicos sean exigidos por 
las bases reguladoras de las subvenciones, con la finalidad de 
garantizar el adecuado ejercicio de las facultades de compro-
bación y control.

f) Acreditar con anterioridad a dictarse la propuesta de 
resolución de concesión, que se halla al corriente en el cumpli-
miento de sus obligaciones Tributarias y frente a la Seguridad 
Social así como que no tiene deudas en período ejecutivo de 
cualquier otro ingreso de derecho público con la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, sin perjuicio de lo establecido en el 
apartado 2 del presente artículo.

g) Conservar los documentos justificativos de la aplica-
ción de los fondos recibidos, incluidos los documentos elec-
trónicos, en tanto puedan ser objeto de las actuaciones de 
comprobación y control.

h) Proceder al reintegro de los fondos percibidos en los su-
puestos contemplados en el artículo 33 de la presente Orden.

i) Hacer constar, en toda información o publicidad que 
realicen sobre la actividad objeto de la ayuda, que la misma 
ha sido incentivada por la Consejería competente en materia 
de empleo, sin perjuicio de las normas que sobre información 
y publicidad se dicten por la Unión Europea, respecto a las 
subvenciones financiadas con fondos comunitarios. El incum-
plimiento de la presente obligación podrá dar lugar al reintegro 
de las ayudas recibidas.

2. Teniendo en cuenta que los proyectos incentivados 
bajo los programas descritos en los Capítulos II y III de la pre-
sente Orden persiguen la consecución de los objetivos marca-
dos en los artículos 3 y 6 de la misma, de conformidad con la 
excepción prevista por el apartado 2 del artículo 13 de la Ley 
38/2003, de 17 de diciembre, General de Subvenciones, así 
como por el último párrafo del apartado 1 del artículo 29 de la 
Ley 3/2004, de 28 de diciembre, por la que se aprueban las 
Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras, las Entida-
des promotoras de dichos proyectos no tendrán que acreditar 
que se hallan al corriente en el cumplimiento de las obligacio-
nes tributarias estatales y frente a la Seguridad Social, o no 
tener deudas en período ejecutivo de cualquier otro ingreso de 
Derecho Público con la Comunidad Autónoma de Andalucía 
establecida por la letra f) del anterior apartado.

3. Así mismo, las personas o entidades beneficiarias es-
tán obligadas a facilitar información al órgano concedente de 
la ayuda, así como a facilitar la comunicación y justificantes 
que le sean requeridos por éste.

Junto a ello, también están obligadas a comunicar al ór-
gano concedente de la ayuda cualquier cambio de domicilio a 
efectos de notificaciones durante el período en el que la ayuda 
es susceptible de control.

4. En el supuesto de que la entidad beneficiaria de los 
incentivos para la ejecución de proyectos establecidos en los 
Capítulos IV y V de la presente Orden sea una empresa, du-
rante el período en el que se desarrolle el proyecto la plantilla 
de esta no podrá verse reducida por despidos declarados im-
procedentes o nulos, ni tramitar expedientes de regulación de 
empleo. El incumplimiento de esta obligación puede determi-
nar el reintegro en los términos establecidos por el artículo 33 
de la presente Orden.

Artículo 33. Reintegro de ayudas.
1. Además de los supuestos de invalidez de la resolución 

de concesión establecidos por el artículo 36 de la Ley Gene-
ral de Subvenciones, procederá el reintegro de las cantidades 
percibidas y la exigencia del interés de demora desde el mo-
mento del pago de la ayuda hasta la fecha en que se acuerde 
la procedencia del reintegro, en los siguientes casos:

a) Obtención de la subvención falseando las condiciones 
requeridas para ello u ocultando aquéllas que lo hubieran im-
pedido.

b) Incumplimiento total o parcial del objetivo, de la acti-
vidad, del proyecto o la no adopción del comportamiento que 
fundamentan la concesión de la subvención.

c) Incumplimiento de la obligación de justificación o la 
justificación insuficiente, en los términos establecidos en el ar-
tículo 27 de la presente Orden.

d) Incumplimiento de la obligación de adoptar las medi-
das de difusión y publicidad contenidas en los artículos 32.1.i) 
y 35 de la presente Orden.

e) Resistencia, excusa, obstrucción o negativa a las actua-
ciones de comprobación y control financiero previstas en los 
artículos 14 y 15 de la Ley General de Subvenciones, así como 
el incumplimiento de las obligaciones contables, registrales o 
de conservación de documentos cuando de ello se derive la 
imposibilidad de verificar el empleo dado a los fondos percibi-
dos, el cumplimiento del objetivo, la realidad y regularidad de 
las actividades subvencionadas, o la concurrencia de subven-
ciones, ayudas, ingresos o recursos para la misma finalidad, 
procedentes de cualesquiera Administraciones o entes públi-
cos o privados, nacionales, de la Unión Europea o de organis-
mos internacionales.

f) Incumplimiento de las obligaciones impuestas por la 
Administración a las entidades beneficiarias, así como de los 
compromisos por éstas asumidos, con motivo de la concesión 
de la subvención, siempre que afecten o se refieran al modo 
en que se han de conseguir los objetivos, realizar la actividad, 
ejecutar el proyecto o adoptar el comportamiento que funda-
menta la concesión de la subvención.

g) Incumplimiento de las obligaciones impuestas por la 
Administración a las entidades beneficiarias, así como de los 
compromisos por éstas asumidos, con motivo de la concesión 
de la subvención, distintos de los anteriores, cuando de ello se 
derive la imposibilidad de verificar el empleo dado a los fondos 
percibidos, el cumplimiento del objetivo, la realidad y regula-
ridad de las actividades subvencionadas, o la concurrencia 
de subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para la misma 
finalidad, procedentes de cualesquiera Administraciones o en-
tes públicos o privados, nacionales, de la Unión Europea o de 
organismos internacionales.

h) Incumplimiento de las normas medioambientales, en 
su caso, al realizar el objeto de la subvención o ayuda. En este 
supuesto, la tramitación del expediente de reintegro exigirá 
previamente que haya recaído resolución administrativa o ju-
dicial firme, en la que quede acreditado el incumplimiento por 
parte de la entidad beneficiaria de las medidas en materia de 
protección del medio ambiente a las que viniere obligada.

i) Incumplimiento de la normativa vigente en materia de 
prevención y riesgos laborales. En este supuesto, la tramita-
ción del expediente de reintegro exigirá previamente que haya 
recaído resolución administrativa o judicial firme, en la que 
quede acreditado el incumplimiento por parte de la entidad 
beneficiaria de las medidas en la referida materia.

j) La adopción, en virtud de lo establecido en los artículos 87 
a 89 del Tratado de la Unión Europea, de una decisión de la cual 
se derive una necesidad de reintegro.

2. En materia de reintegro de las ayudas contempladas 
en esta Orden serán de aplicación las reglas contenidas por el 
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artículo 33 de la Ley de Medidas Tributarias, Administrativas 
y Financieras.

3. Cuando habiéndose producido circunstancias ajenas a 
la voluntad de la entidad beneficiaria de estas ayudas, que de-
terminen un cumplimiento por parte de ésta que se aproxime 
de modo significativo al cumplimiento total, previa comuni-
cación motivada y acreditación tanto de las citadas circuns-
tancias como de la actuación inequívocamente tendente a la 
satisfacción de sus compromisos, el órgano concedente de-
terminará la cantidad de dicha ayuda que proporcionalmente 
habrá de reintegrarse en función del tiempo en que se haya 
mantenido la actividad subvencionada, en los términos esta-
blecidos por el artículo 17.3.n) de la Ley 38/2003, de 17 de 
diciembre, General de Subvenciones.

4. Procederá el reintegro parcial del incentivos en función 
del porcentaje de inserción incumplido para aquellas entida-
des promotoras de talleres de oficios y escuelas de empleo 
que no cumplan con el compromiso de inserción recogido en 
los artículos 11.2 y 14.2 de la presente orden.

Artículo 34. Seguimiento y evaluación.
El Servicio Andaluz de Empleo de la Consejería de Em-

pleo realizará cuantas acciones sean necesarias para el se-
guimiento y evaluación de las medidas establecidos en esta 
Orden por sí mismos o en colaboración con otras entidades, 
tanto en su aspecto cualitativo como cuantitativo. Las entida-
des promotoras facilitarán cuantos datos, documentación e in-
formación sean necesarias para evaluar las actuaciones reali-
zadas. El incumplimiento de esta obligación podrá determinar 
su exclusión de futuros proyectos.

Artículo 35. Publicidad.
1. Las ayudas concedidas se publicarán en el Boletín Ofi-

cial de la Junta de Andalucía, expresando el programa y el cré-
dito presupuestario al que se imputen, la entidad beneficiaria, 
la cantidad concedida y la finalidad de las ayudas. La citada 
publicación no será necesaria en los casos que contenidos por 
el artículo 18.3 de la Ley 38/2003, de 17 de diciembre, Gene-
ral de Subvenciones.

2. Las entidades que participen en el desarrollo de estos 
proyectos deberán manifestar de modo expreso su colabora-
ción con el Servicio Andaluz de Empleo de la Consejería de 
Empleo y, en su caso, del Fondo Social Europeo, en todas las 
actuaciones que así lo requieran.

Para ello, se tendrá en cuenta lo dispuesto en el Manual 
de Diseño Gráfico para su utilización para el Gobierno y Ad-
ministración de la Junta de Andalucía, aprobado por Decreto 
245/1997, de 15 de octubre, así como en la Normativa de la 
Unión Europea, Reglamento (CE) núm. 1828/2006 de la Co-
misión de 8 de diciembre de 2006 por el que se fijan normas 
de desarrollo para el Reglamento (CE) núm. 1083/2006 del 
Consejo, por el que se establecen las disposiciones generales 
relativas al Fondo Europeo de Desarrollo Regional, al Fondo 
Social Europeo y al Fondo de Cohesión, y el Reglamento (CE) 
núm. 1080/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, rela-
tivo al Fondo Europeo de Desarrollo Regional.

El Servicio Andaluz de Empleo de la Consejería de Empleo 
podrá establecer las características que a tal efecto deberán 
reunir los materiales impresos o audiovisuales que elaboren 
las Entidades promotoras. Con independencia de ello, siempre 
que la entidad promotora elabore cualquier tipo de material 
o indumentaria de trabajo con cargo a la ayuda concedida, 
deberá llevar la identificación de su financiación por parte de 
la Consejería de Empleo en el formato que el Servicio Andaluz 
de Empleo establezca, teniendo la Entidad promotora la obli-
gación de conservar un original de los mismos a disposición 
de los órganos de gestión y control competentes, por cuanto 
que el Servicio Andaluz de Empleo podrá darle la utilidad y 
publicidad que estime conveniente.

Junto a ello, la entidad promotora estará obligada a co-
municar a las personas participantes en el proyecto que él 
mismo ha sido incentivado por el Servicio Andaluz de Empleo. 
Así mismo, queda obligada a poner a disposición de dichas 
personas la tarjeta identificativa que a tal efecto le será facili-
tada desde el Servicio Andaluz de Empleo.

Disposición Transitoria Única. Convocatoria año 2007.
Excepcionalmente para el ejercicio 2007 las solicitudes 

de los incentivos a proyectos regulados en esta Orden se pre-
sentarán en el plazo de un mes desde la entrada en vigor de 
la misma.

Disposición Adicional Primera. Habilitación para dictar 
instrucciones.

Se faculta a la Dirección General de Fomento de Empleo a 
dictar cuantas instrucciones sean necesarias para la correcta 
aplicación e interpretación de la presente Orden en el ámbito 
de sus competencias específicas.

Disposición Adicional Segunda. Habilitación para adecua-
ción de cuantías a la normativa básica estatal.

Se faculta a la Dirección General de Fomento de Empleo 
para actualizar y revisar anualmente mediante Resolución las 
cuantías económicas establecidas para cada medida en la 
presente Orden.

Disposición Final Única. Entrada en vigor.
La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de 

su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 11 de mayo de 2007

ANTONIO FERNÁNDEZ GARCÍA
Consejero de Empleo 

 CONSEJERÍA DE AGRICULTURA Y PESCA

ORDEN de 21 de mayo de 2007, por la que se 
modifica la de 22 de febrero de 2007, por la que se 
establecen las bases reguladoras para la concesión de 
ayudas destinadas a la reconversión de plantaciones 
de determinadas especies frutícolas durante el período 
2006-2011 y se efectúa convocatoria para el año 2007.

P R E Á M B U L O

Mediante la Orden de 22 de febrero de 2007 (BOJA 
núm. 51, de 13 de marzo), la Consejería de Agricultura y 
Pesca ha establecido las bases reguladoras para la aplicación 
en Andalucía, durante el período que se inicia en el año 2006 
y terminará en el 2011, de las ayudas previstas en el Real De-
creto 358/2006, de 24 de marzo, por el que se establecen 
las bases reguladoras para la concesión de ayudas destinadas 
a la reconversión de plantaciones de determinadas especies 
frutícolas.

Posteriormente, con el fin de garantizar el cumplimiento 
de las Directrices Comunitarias sobre ayudas estatales al sec-
tor agrario (2000/C28/02), y como consecuencia del inter-
cambio de información con la Comisión Europea en el proceso 
de compatibilización de la ayuda; así como tras la experiencia 
del primer año de aplicación del régimen de ayudas, ha sido 
necesario modificar el citado Real Decreto. 

Como resultado, el Real Decreto 443/2007, de 3 de abril, 
modifica el Real Decreto 358/2006, de 24 de marzo. Con el 
objeto de adaptar a la normativa básica estatal la normativa 
autonómica de desarrollo de la misma, es conveniente modifi-


